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JULIO 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024925  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de julio de 2022 10:08 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 89/2022 (11a.)  
 
PENSIÓN COMPENSATORIA DERIVADA DE LA TERMINACIÓN DEL CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 
291 QUINTUS, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA 
LA CIUDAD DE MÉXICO, ES INCONSTITUCIONAL AL CARECER DE RAZONABILIDAD Y SER 
CONTRARIO AL DEBER DE SOLIDARIDAD ENTRE QUIENES FORMARON UNA FAMILIA. 
 
Hechos: Un hombre y una mujer mantuvieron una relación de concubinato por más de dos décadas, 
la cual concluyó por el fallecimiento de él. La mujer promovió un juicio familiar en el que reclamó el 
pago de una pensión alimenticia a la sucesión de su exconcubino. La demanda inicialmente fue 
admitida por el juzgado de origen, pero ante el desacuerdo de la sucesión, la Sala de apelación 
revocó la admisión porque el reclamo fue realizado después del plazo de un año al en que cesó el 
concubinato por la muerte del exconcubino, establecido en el artículo 291 Quintus del Código Civil 
para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México. Inconforme, la mujer solicitante 
promovió juicio de amparo directo en el que planteó la inconstitucionalidad de tal artículo. El 
Tribunal Colegiado que conoció de su demanda negó el amparo solicitado y en contra de esa 
decisión fue interpuesto recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: El artículo 291 Quintus del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, es inconstitucional porque el establecimiento del plazo de un año para solicitar 

 
 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 24 DE JUNIO AL 8 DE JULIO DE 2022 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html


2 
 

los alimentos contado a partir de la fecha en que terminó el concubinato carece de razonabilidad, 
ya que limita el derecho a reclamar la prestación de alimentos, a pesar de que es irrenunciable e 
imprescriptible conforme a los artículos 321 y 1160 de la legislación en cita. 
 
Justificación: El derecho de alimentos tiene su origen en el derecho a la vida y a la sustentabilidad 
de una persona que, por la relación jurídica familiar que tiene con otras personas, está legitimada 
legalmente para exigir de ellas la cobertura de sus necesidades de alimentación, vestido, habitación, 
salud y, ocasionalmente, educación. En ese sentido, esta Primera Sala ha reconocido que la 
procuración de alimentos trasciende de las personas integrantes del grupo familiar, pues su 
cumplimiento es de interés social y de orden público. Además, ha reconocido que los alimentos 
pueden ser reclamados en cualquier momento e incluso de manera retroactiva, sin que su falta de 
exigencia durante un determinado periodo pueda ser entendida como una renuncia a ellos. Así, el 
ejercicio para solicitar los alimentos después de la disolución de una relación familiar, como en el 
caso del concubinato, no puede encontrarse limitado por un plazo dada la propia naturaleza de los 
alimentos, pues el derecho a recibirlos subsiste mientras exista el hecho que lo originó, ya que ese 
derecho es irrenunciable en función de que predomina el interés público de que la persona necesita 
ser auxiliada en su sustento. Por lo tanto, los alimentos de una persona constituyen un derecho 
protegido que no se pierde por no solicitarse en determinado momento, sino que dura hasta tanto 
la persona necesite de ellos para subsistir. Esta decisión se toma después de una nueva reflexión del 
problema jurídico planteado, por ello esta Primera Sala se separa de lo resuelto en los amparos 
directos en revisión 3703/2018 y 5630/2017. En dicho precedente se sostuvo que el artículo 
impugnado era inconstitucional por establecer una diferencia de trato entre el matrimonio y el 
concubinato en cuanto a la temporalidad establecida para el goce del derecho a percibir alimentos 
y, por lo tanto, que resultaba contrario al principio de igualdad y no discriminación. Sin embargo, la 
actual integración de esta Primera Sala modifica la perspectiva de análisis constitucional y legal que 
sobre este tipo de casos se había sostenido, pues la inconstitucionalidad del artículo no deriva del 
contraste con la norma que preceptúa la duración en el goce del derecho de percibir alimentos en 
el matrimonio, sino de la propia naturaleza de los alimentos. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 756/2020. 13 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra 
Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 89/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintidós de junio de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de julio de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de julio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de julio de 2022 10:08 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XXVI/2022 (11a.)  
 
DERECHOS DE LAS PERSONAS MIGRANTES. FRENTE A LA AFLUENCIA MASIVA DE PERSONAS 
MIGRANTES, SE DETONA LA OBLIGACIÓN CONSTITUCIONAL DE DISEÑAR MEDIDAS COLECTIVAS O 
GRUPALES PARA GARANTIZAR LA EVALUACIÓN INICIAL DE NIÑOS Y NIÑAS MIGRANTES, Y DE 
ADOPTAR MEDIDAS COMPLEMENTARIAS CON EL FIN DE ATENDER A LA COLECTIVIDAD DE UNA 
MANERA INDEPENDIENTE AL PROCEDIMIENTO MIGRATORIO. 
 
Hechos: Una asociación civil acudió al juicio de amparo indirecto a impugnar la omisión de las 
autoridades migratorias federales de diseñar e implementar medidas adecuadas para garantizar el 
derecho de reconocimiento de la condición de refugiado de niñas, niños y adolescentes integrantes 
de las denominadas caravanas migrantes que ingresaron por la frontera sur del país. El Juez de 
Distrito del conocimiento otorgó el amparo, el cual fue materia de estudio de la revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que frente 
a la hipótesis de una afluencia masiva de migrantes, el parámetro de control establece una 
obligación en el sentido de constreñir a la autoridad migratoria a diseñar medidas colectivas o 
grupales con propiedades y características muy precisas para garantizar la evaluación inicial de los 
menores de edad, así como adoptar las medidas complementarias con el fin de atender a la 
colectividad de una manera independiente al procedimiento migratorio. 
 
Justificación: El fundamento de dicha obligación se encuentra previsto en el artículo 22, numeral 1, 
de la Convención sobre los Derechos del Niño, el cual dispone que los niños y las niñas son titulares 
de un derecho agravado y diferenciado que tiene como correlativo una competencia de ejercicio 
obligatorio, a saber, la adopción de medidas adecuadas para lograr el reconocimiento de la 
condición de refugiado y recibir la protección y asistencia humanitaria adecuadas para el disfrute de 
sus derechos, en distintas leyes nacionales, a saber, la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político, la Ley de Migración y la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, así como en las consideraciones que esta Sala adopta como propias 
contenidas en la Opinión Consultiva OC-21/14 (Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto 
de la migración y/o en necesidad de protección internacional), emitida por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos el diecinueve de agosto de dos mil catorce. Conforme a dicho parámetro, el 
establecimiento de procedimientos de identificación de necesidades de protección es una 
obligación positiva de los Estados y el no instituirlos constituiría una falta de debida diligencia. Así, 
el Estado Mexicano debe permitir el acceso de la niña o el niño al territorio como condición previa 
para llevar a cabo el procedimiento de evaluación inicial, a partir de lo cual es obligatorio la creación 
de una base de datos con el registro de las y los niños para una protección adecuada a sus derechos. 
Ello supone la obligación de diseñar mecanismos efectivos, cuyo objetivo sea obtener información 
tras la llegada de la niña o el niño al lugar, puesto o puerto de entrada o tan pronto como las 
autoridades tomen conocimiento de su presencia en el país, para determinar su identidad y de ser 
posible, la de sus padres y hermanos, a fin de transmitirla a las entidades estatales encargadas de 
evaluar y brindar las medidas de protección, de conformidad con el principio de interés superior de 
la niña o el niño. Dichos mecanismos deben cumplir con ciertas garantías mínimas: de seguridad y 
privacidad, así como encontrarse a cargo de profesionales competentes formados en técnicas de 



4 
 

entrevistas que tengan en cuenta la edad y el género; la entrevista se debe realizar en un idioma 
que la niña o el niño puedan comprender, que sea centrado en las niñas y los niños, sensible al 
género y asegure su participación, que el análisis tome en cuenta la seguridad y la posible 
reunificación familiar, que reconozca la cultura de la niña o el niño y considere su rechazo a 
pronunciarse en presencia de adultos o familiares, que provea de un intérprete en caso de ser 
necesario, que cuente con personal altamente calificado para tratar con niñas y niños y facilidades 
adecuadas, que provea asesoría legal en caso de ser requerida, que brinde información clara y 
entendible sobre los derechos y obligaciones que tiene la niña o el niño y sobre la continuación del 
procedimiento. La etapa de identificación y evaluación debe tener los siguientes objetivos 
prioritarios básicos: i) tratamiento acorde a su condición de niña o niño, y en caso de duda sobre la 
edad, evaluación y determinación de la misma; ii) determinación de si se trata de una niña o un niño 
no acompañado o separado; iii) determinación de la nacionalidad de la niña o el niño, o en su caso, 
de su condición de apátrida; iv) obtención de información sobre los motivos de salida del país de 
origen, de su separación familiar si es el caso, de sus vulnerabilidades y cualquier otro elemento que 
evidencie o niegue su necesidad de algún tipo de protección internacional; y, v) adopción, en caso 
de ser necesario y pertinente de acuerdo con el interés superior de la niña o del niño, de medidas 
de protección especial. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 7/2020. Oficina de Defensoría de los Derechos de la Infancia, A.C. 16 de febrero 
de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto 
concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está 
con el sentido, pero separándose de diversas consideraciones y formuló voto concurrente en el que 
se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de julio de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DERECHO DE TODA PERSONA A SER RECONOCIDA COMO PARTE DE UNA COMUNIDAD INDÍGENA. 
LA AUTOADSCRIPCIÓN COMO INTEGRANTE DE UNA COMUNIDAD INDÍGENA QUE REALIZA UNA 
PERSONA HASTA LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO REQUIERE QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO 
ANALICE SI ES POSIBLE DETONAR EN SU FAVOR LOS DERECHOS RECONOCIDOS EN EL ARTÍCULO 
2o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PAÍS. 
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Hechos: En un procedimiento penal de corte tradicional se dictó sentencia condenatoria por el delito 
de despojo, la cual fue confirmada en segunda instancia. Inconforme con esa determinación, la 
persona sentenciada promovió amparo directo en cuya demanda se autoadscribió como miembro 
de una comunidad indígena y señaló que, de acuerdo con sus usos y costumbres, no era posible que 
cometiera el ilícito que se le atribuyó. El Tribunal Colegiado negó el amparo sin tomar en 
consideración la manifestación efectuada por la parte quejosa sobre su autoadscripción a una 
comunidad indígena, por lo que no analizó si era posible detonar en favor de la persona sentenciada 
los derechos reconocidos en el artículo 2o. de la Constitución Política del país. 
 
Criterio jurídico: Si una persona se autoadscribe como integrante de una comunidad indígena en 
cualquier procedimiento judicial, incluso hasta la presentación de la demanda de amparo directo, 
aunque no se hubiera autoadscrito durante el procedimiento, ello obliga al Tribunal Colegiado a 
pronunciarse sobre los derechos que tiene reconocidos en el artículo 2o. de la Constitución Política 
del país. 
 
Justificación: El artículo 2o., apartado A, de la Constitución Política del país reconoce y garantiza el 
derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la libre determinación, y en consecuencia, a su 
autonomía, así como el derecho de acceso a la jurisdicción del Estado. Para garantizar esos derechos 
se deberán tomar en cuenta las costumbres y especificidades culturales en todos los procesos en 
los que participen individual o colectivamente, así como el derecho a ser asistidos por intérpretes y 
defensores que conozcan su lengua y cultura, sin hacer distinción sobre su aplicación en alguna 
etapa procesal específica o algún procedimiento en particular. En ese sentido, esta Primera Sala ha 
definido la autoadscripción como el acto voluntario de personas o comunidades que teniendo un 
vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de otro tipo, deciden identificarse como miembros 
de un pueblo indígena reconocido por el Estado. En concordancia con lo anterior, si la 
autoadscripción es una manifestación de identidad y pertenencia cultural con la finalidad de acceder 
a la jurisdicción del Estado, en todo tipo de juicio o procedimiento en el que sean parte las personas 
indígenas, individual o colectivamente, se deben tomar en cuenta sus costumbres y especificidades 
culturales, y en todo tiempo deberán ser asistidas por intérpretes y defensores que tengan 
conocimiento de su lengua y cultura. De esa forma, si es hasta el juicio de amparo directo en que la 
parte quejosa se autodetermina como persona indígena ante la autoridad jurisdiccional o solicita 
ser asistida por un defensor y un intérprete, el Tribunal Colegiado está obligado a atender esa 
manifestación y a valorar su condición de persona indígena, pues no debe tomar en cuenta el 
momento procesal en que ocurre esta autoadscripción, por lo que deberá valorar dicha condición y 
detonar en su favor las prerrogativas previstas en el artículo 2o., apartado A, fracción VIII, de la 
Constitución Política del país, así como considerar las especificidades culturales y costumbres de las 
personas y comunidades indígenas en el trámite y resolución del juicio de amparo directo. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 4189/2020. Víctor Manuel Reyes Montiel. 9 de febrero de 2022. Mayoría 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y 
Jonathan Santacruz Morales. 
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Tesis de jurisprudencia 91/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintidós de junio de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de julio de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de julio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Tesis: 1a./J. 92/2022 (11a.)  
 
DERECHO DE TODA PERSONA INCULPADA A SER JUZGADA CON PERSPECTIVA DE 
INTERCULTURALIDAD. CUANDO LA PERSONA SENTENCIADA SE AUTOADSCRIBE COMO PARTE DE 
UNA COMUNIDAD INDÍGENA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ 
OBLIGADO A TOMAR EN CONSIDERACIÓN LAS ESPECIFICIDADES CULTURALES Y COSTUMBRES DE 
ESA COMUNIDAD PARA QUE SE EXAMINEN LOS HECHOS ENJUICIADOS, LA MATERIALIZACIÓN DE 
LOS ELEMENTOS OBJETIVOS O SUBJETIVOS DEL DELITO Y LOS ASPECTOS DE LOS QUE DEPENDE LA 
CULPABILIDAD ATRIBUIDA. 
 
Hechos: En un procedimiento penal de corte tradicional se dictó sentencia condenatoria por el delito 
de despojo, la cual fue confirmada en segunda instancia. Inconforme con esa determinación, la 
persona sentenciada promovió amparo directo en cuya demanda se autoadscribió como miembro 
de una comunidad indígena y señaló que, de acuerdo con sus usos y costumbres, no era posible que 
cometiera el ilícito que se le atribuyó. El Tribunal Colegiado negó el amparo sin tomar en 
consideración la manifestación efectuada por la parte quejosa sobre su autoadscripción a una 
comunidad indígena, por lo que no analizó si era posible detonar en favor de la persona sentenciada 
los derechos reconocidos en el artículo 2o. de la Constitución Política del país. 
 
Criterio jurídico: Si una persona se autoadscribe como integrante de una comunidad indígena en el 
juicio de amparo directo y sostiene que conforme a la norma consuetudinaria del pueblo originario 
al que pertenece no pudo cometer la conducta que se le atribuyó, el Tribunal Colegiado está 
obligado a evaluar y, en su caso, a indagar sobre las costumbres y especificidades de la comunidad 
a la que se vincula la persona inculpada, para determinar si éstas podrían influir en el desarrollo de 
los hechos enjuiciados, la materialización de los elementos objetivos o subjetivos del delito, y los 
aspectos de los que depende su culpabilidad, entre otras cuestiones, siempre que no atenten en 
contra de derechos humanos. 
 
Justificación: La autoadscripción que realiza una persona inculpada en un asunto penal constituye 
una manifestación de identidad y pertenencia cultural que se realiza respecto de un pueblo indígena 
con la finalidad de acceder a la jurisdicción del Estado, por lo que en todo proceso penal el órgano 
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jurisdiccional está obligado a tomar en cuenta las costumbres y especificidades culturales de la 
persona que se autoadscribe para analizar los hechos enjuiciados, la materialización de los 
elementos objetivos o subjetivos del delito y los aspectos de los que depende la culpabilidad 
atribuida, sin soslayar que las normas del derecho consuetudinario indígena estarán en todo tiempo 
sujetas a examen constitucional, convencional y legal para decidir sobre su pertinencia y 
aplicabilidad en casos concretos. En ese sentido, cuando la autoadscripción se realiza hasta la 
demanda de amparo directo, el Tribunal Colegiado debe resolver sobre la vigencia y aplicabilidad 
de una norma de derecho consuetudinario indígena mediante los principios y métodos 
constitucionales y legales admisibles dentro de estándares mínimos de tolerancia que cubran los 
diferentes sistemas de valores. Es decir, lograr el consenso mínimo necesario para la convivencia 
entre las distintas culturas, sin que ello implique renunciar a los presupuestos esenciales que marcan 
la identidad de cada una, por lo que debe adoptarse una perspectiva intercultural. Por tanto, el 
Tribunal Colegiado deberá resolver el caso concreto atendiendo a la vigencia y aplicabilidad del 
derecho consuetudinario, así como a su contraste con los derechos humanos reconocidos 
constitucional y convencionalmente, con el objeto de determinar si la existencia de la conducta 
ilícita o la responsabilidad penal se vieron afectadas de alguna manera por las costumbres y 
especificidades culturales de quien se autoadscribe, lo que garantiza el derecho de toda persona a 
ser juzgada con perspectiva de interculturalidad en un asunto penal. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 4189/2020. Víctor Manuel Reyes Montiel. 9 de febrero de 2022. Mayoría 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y 
Jonathan Santacruz Morales. 
 
Tesis de jurisprudencia 92/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintidós de junio de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de julio de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de julio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Tesis: 1a./J. 47/2022 (11a.)  
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ACCIONES COLECTIVAS INDIVIDUAL HOMOGÉNEA O EN ESTRICTO SENTIDO. LA ASOCIACIÓN CIVIL 
QUE LAS PROMUEVA, ADEMÁS DE LA INDICACIÓN DE LOS NOMBRES EN LA DEMANDA DE LOS 
INTEGRANTES DE LA COLECTIVIDAD AFECTADA, DEBE ACREDITAR QUE ÉSTOS OTORGARON SU 
CONSENTIMIENTO PARA SER REPRESENTADOS. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes resolvieron asuntos en los que analizaron la 
necesidad de que en la demanda de una acción colectiva individual homogénea o en estricto 
sentido, se señalen al menos treinta nombres de los miembros de la colectividad afectada, cuando 
la acción relativa es promovida por las asociaciones civiles a que se refiere el artículo 585, fracción 
III, del Código Federal de Procedimientos Civiles, y arribaron a posiciones contradictorias, pues uno 
de ellos sostuvo que sí es necesario cumplir con este requisito, en atención a que es un aspecto que 
forma parte de la legitimación activa en la causa, mientras que el otro concluyó que ese 
señalamiento no es necesario, bajo la consideración esencial de que al estar la asociación registrada 
ante el Consejo de la Judicatura Federal se encuentra exenta de tal exigencia. 
 
Criterio jurídico: La asociación civil que promueva una acción colectiva individual homogénea o una 
en estricto sentido, además de precisar en la demanda el nombre de por lo menos treinta 
integrantes de la colectividad actora, debe acreditar que éstos dieron su consentimiento para ser 
representados por la respectiva asociación civil, pues la falta de esta situación constituye una causa 
de improcedencia de la legitimación en el proceso. 
 
Justificación: El artículo 589, fracción I, del Código Federal de Procedimientos Civiles establece que 
tratándose de acciones colectivas en sentido estricto e individuales homogéneas, es causa de 
improcedencia de la legitimación en el proceso el que los miembros de la colectividad no hayan 
otorgado su consentimiento. Debido a ello, para la admisión de una demanda de acción colectiva 
presentada por alguna asociación civil, además de la indicación de los nombres de los integrantes 
de la colectividad, la promovente debe acreditar que éstos dieron su consentimiento para ser 
representados en el juicio colectivo. Lo anterior, porque dicho requisito se encuentra previsto de 
forma genérica en la disposición analizada, sin hacer distinción en cuanto al tipo de representante 
de que se trate, por lo que debe prevalecer el principio de derecho de que en donde la ley no 
distingue no es dable distinguir. Además, porque dicha exigencia constituye un elemento que 
permitirá a la demandada tener certeza de quiénes se ostentan como los integrantes de la 
colectividad afectada y, en su caso, oponer las defensas y excepciones correspondientes en cuanto 
a la personalidad de la asociación civil que presente la demanda. En el entendido de que, en aras de 
la sencillez, flexibilidad y economía procesal que requieren las acciones colectivas, el 
consentimiento de los miembros de la colectividad para la promoción de la demanda y la 
designación de su representante no requiere cumplir con las formalidades que para el mandato 
exige la legislación sustantiva civil, sino que basta que conste fehacientemente, por escrito y se 
acompañe a la demanda, ya sea en un documento único suscrito por al menos treinta miembros o 
en documentos individuales en los que cada integrante manifieste por separado su consentimiento. 
Incluso, es posible que los miembros de la colectividad opten por suscribir directamente la demanda 
en su carácter de parte actora formal y material, y en ella hagan la designación de la asociación civil 
que autorizan para que los represente, y actúe en su nombre en los actos procesales posteriores. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 224/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa y el Décimo Primer Tribunal 
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Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 16 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien se apartó de algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: María Elena Corral 
Goyeneche y Werther Bustamante Sánchez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo en revisión 207/2020 (cuaderno auxiliar 
160/2021) dictado en auxilio del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, 
en el que determinó que era necesario que se precisara el nombre de todos los integrantes de la 
colectividad desde el escrito inicial de demanda, cuando se promueve una acción colectiva 
individual homogénea por una asociación civil sin fines de lucro. Lo anterior conforme a la 
interpretación sistemática de los artículos 585, 587, 588 y 589 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles; y, 
 
El sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 886/2017, en el que, al analizar los mismos preceptos, sostuvo que 
independientemente del tipo de acción que se ejerza (difusa, en sentido estricto o individual 
homogénea), las asociaciones civiles no tienen la obligación de cumplir con el requisito formal 
consistente en precisar en su demanda los nombres de los miembros de la colectividad promovente, 
en virtud de que su legitimación para promover cualquier acción colectiva deriva de la propia ley. 
 
Tesis de jurisprudencia 47/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de cuatro de mayo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de julio de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de julio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024900  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de julio de 2022 10:08 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 46/2022 (11a.)  
 
ACCIONES COLECTIVAS INDIVIDUAL HOMOGÉNEA O EN ESTRICTO SENTIDO. LA ASOCIACIÓN CIVIL 
QUE LAS PROMUEVA DEBE PRECISAR EN LA DEMANDA EL NOMBRE DE POR LO MENOS TREINTA 
INTEGRANTES DE LA COLECTIVIDAD ACTORA COMO REQUISITO DE LEGITIMACIÓN PARA SU 
ADMISIÓN. 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes resolvieron asuntos en los que analizaron la 
necesidad de que en la demanda de una acción colectiva individual homogénea o en estricto 
sentido, se señalen al menos treinta nombres de los miembros de la colectividad afectada, cuando 
la acción relativa es promovida por las asociaciones civiles a que se refiere el artículo 585, fracción 
III, del Código Federal de Procedimientos Civiles. Además, arribaron a posiciones contradictorias, 
pues uno de ellos sostuvo que sí es necesario cumplir con este requisito en atención a que es un 
aspecto que forma parte de la legitimación activa en la causa, mientras que el otro concluyó que 
ese señalamiento no es necesario, bajo la consideración esencial de que al estar la asociación 
registrada ante el Consejo de la Judicatura Federal se encuentra exenta de tal exigencia. 
 
Criterio jurídico: La asociación civil que promueva una acción colectiva individual homogénea o una 
en estricto sentido debe precisar en la demanda el nombre de por lo menos treinta integrantes de 
la colectividad actora porque se trata de un requisito formal de la demanda y de la legitimación 
activa en la causa, lo cual resulta ajeno a las condiciones para actuar como representante, pues esto 
último se refiere exclusivamente a la legitimación en el proceso. 
 
Justificación: Del análisis sistemático de los artículos 585 a 588 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles que regulan la sustanciación de las acciones colectivas, se arriba a la 
conclusión de que son distintas la legitimación en el proceso, la legitimación en la causa y los 
requisitos formales de una demanda colectiva. La primera corresponde con la facultad de actuar 
como representante de una colectividad afectada dentro del juicio respectivo. Por su parte, la 
legitimación en la causa consiste en la titularidad del derecho reclamado, es decir, quienes deben 
recibir los beneficios de la acción ejercida. Finalmente, los requisitos formales de la demanda en 
términos del artículo 587 del referido ordenamiento constituyen aquellas exigencias establecidas 
en la ley que debe cumplir cualquier persona que pretenda ejercer una acción colectiva, los cuales 
tienen su propia y específica finalidad (el tribunal ante el cual se promueve, el nombre del 
representante legal, los de los miembros de la colectividad promoventes de la demanda, entre 
otros). Por lo tanto, aun cuando la demanda sea presentada por una asociación civil, si se trata de 
una acción colectiva en sentido estricto o individual homogénea, con apoyo en el artículo 588, 
fracción III, del citado código adjetivo, necesariamente debe contener el nombre de al menos treinta 
de los integrantes de la colectividad actora para poder ser admitida. Lo anterior es debido a que las 
exigencias para constituirse como una asociación civil con facultades para promover demandas 
colectivas pertenecen al ámbito de la legitimación procesal, aspecto que es independiente de los 
requisitos para configurar la legitimación activa en la causa, así como los elementos formales que 
debe contener una demanda, los cuales se establecen de manera general, sin atender al tipo de 
representante que presente la demanda, y sin que se advierta motivo para efectuar alguna 
diferencia. Además, si bien en nuestro régimen jurídico opera el sistema de suscripción o 
incorporación voluntaria (opt in) que permite a los afectados adherirse a la acción incluso después 
de haberse dictado la sentencia, tal circunstancia no deja de ser un aspecto futuro e incierto, de 
manera que podría darse el escenario de que muchas personas se sumaran a la demanda colectiva, 
pero también existe la posibilidad de que ninguna lo hiciera, lo que es muy relevante porque de no 
exigir la identificación de un grupo específico de la colectividad afectada desde el inicio del 
procedimiento llevaría a tramitar todo un juicio, sin que al final exista una persona que pueda recibir 
la indemnización obtenida, lo cual implicaría la sustanciación de juicios infructuosos y podría 
generar una situación que no es aceptable dada la enorme cantidad de recursos que se invierten 
para solventar la administración de justicia. 
 
PRIMERA SALA. 
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Contradicción de tesis 224/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa y el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 16 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien se apartó de algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: María Elena Corral 
Goyeneche y Werther Bustamante Sánchez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo en revisión 207/2020 (cuaderno auxiliar 
160/2021) dictado en auxilio del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, 
en el que determinó que era necesario que se precisara el nombre de todos los integrantes de la 
colectividad desde el escrito inicial de demanda, cuando se promueve una acción colectiva 
individual homogénea por una asociación civil sin fines de lucro. Lo anterior conforme a la 
interpretación sistemática de los artículos 585, 587, 588 y 589 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles; y, 
 
El sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 886/2017, en el que, al analizar los mismos preceptos, sostuvo que 
independientemente del tipo de acción que se ejerza (difusa, en sentido estricto o individual 
homogénea), las asociaciones civiles no tienen la obligación de cumplir con el requisito formal 
consistente en precisar en su demanda los nombres de los miembros de la colectividad promovente, 
en virtud de que su legitimación para promover cualquier acción colectiva deriva de la propia ley. 
 
Tesis de jurisprudencia 46/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de cuatro de mayo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de julio de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de julio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024955  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de julio de 2022 10:15 h  

Materia(s): (Penal, Común)  

Tesis: 1a./J. 44/2022 (11a.)  
 
ESTUDIO CONSTITUCIONAL DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. NO SE 
ACTUALIZA LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXI, DE LA 
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LEY EN LA MATERIA, CUANDO EL ACTO RECLAMADO HA SIDO LA IMPOSICIÓN DE LA PRISIÓN 
PREVENTIVA, AUN SI SOBREVIENE UNA RESOLUCIÓN DE REVISIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES QUE 
LA CONFIRMA. 
 
Hechos: Los tribunales contendientes llegaron a conclusiones opuestas sobre la procedencia o no 
del juicio de amparo, en términos del artículo 61, fracción XXI, de la ley en la materia, referente a la 
cesación de efectos, cuando el acto reclamado es la imposición de la prisión preventiva en el proceso 
penal y sobreviene una resolución de revisión de medidas cautelares que la deja subsistente. 
 
Criterio jurídico: Cuando en el juicio de amparo se reclama la imposición de la prisión preventiva, 
aun cuando luego sobrevenga una revisión de medidas cautelares y se resuelva mantener su 
subsistencia en el proceso penal, esto no hace improcedente el estudio constitucional de la prisión 
preventiva reclamada de origen, precisamente, porque no ha sido modificada ni revocada, sino que 
la misma permanece y sigue afectando a la persona que la sufre. 
 
Justificación: La medida cautelar de prisión preventiva debe ser revisada en el proceso penal, tanto 
por su propia naturaleza como por su especial gravedad y excepcionalidad; esto implica que puede 
o no mantenerse. Así, si la imposición de la prisión preventiva fue impugnada en el juicio de amparo, 
es claro que cuando se ha resuelto su subsistencia bajo su revisión por la autoridad en el proceso 
penal, resulta procedente su estudio conforme al parámetro de control de regularidad 
constitucional. Por ello, se impone a los tribunales de amparo un mayor y estricto escrutinio en el 
estudio constitucional de esta grave y excepcional medida cautelar, desde el origen de la prisión 
preventiva como acto reclamado y cuando precisamente subsiste en el proceso penal en perjuicio 
de la persona que instó la acción constitucional. Esta Primera Sala ya ha interpretado la causal de 
improcedencia correspondiente a la cesación de efectos del acto reclamado, concluyendo que no 
basta que la autoridad responsable modifique tal acto, sino que es necesario que destruya todos 
sus efectos en forma total e incondicional, de modo tal que la cesación no deje huella que amerite 
ser reparada por la protección constitucional. Por consecuencia, si la prisión preventiva subsiste, 
resultaría un contrasentido desestimar su estudio constitucional cuando sea revisada 
eventualmente en el proceso penal, pero finalmente mantenida en perjuicio de la persona que la 
resiente al estar interna en un centro de reclusión. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 1/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito. 13 de octubre de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda 
Velázquez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 101/2018, 118/2018, 261/2018, 628/2017 y 341/2018, 
los cuales dieron origen a la tesis jurisprudencial XVII.1o.P.A. J/28 (10a.), de título y subtítulo: 
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"MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA. SI EN EL AMPARO INDIRECTO SE RECLAMA SU 
IMPOSICIÓN, Y ANTES DE QUE SE RESUELVA EL JUICIO, EN DIVERSA AUDIENCIA SE DECLARA SU 
SUBSISTENCIA, ELLO NO ACTUALIZA LAS CAUSAS DE IMPROCEDENCIA PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 
61, FRACCIONES XVI Y XXI, DE LA LEY DE LA MATERIA."; publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 68, julio de 2019, Tomo III, página 2039, con número de registro 
digital: 2020305; y, 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 155/2020, en el que consideró que la sola revisión de la prisión preventiva por 
el Juez responsable, independientemente de que confirme la subsistencia que de la misma decretó 
en su origen, hace improcedente el juicio de amparo, porque aquélla cesó en sus efectos, en 
términos del artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo. 
 
Tesis de jurisprudencia 44/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de cuatro de mayo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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